
 

 

BANCO DE RESOLUCIONES EN TEMAS DE LITIGIO ESTRATÉGICO 
 

JURISPRUDENCIA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Caso Angulo Losada vs. Bolivia 

(Excepciones preliminares, Fondo y Reparaciones) 
 

TRIBUNAL Corte Interamericana de Derechos Humanos, 18 de noviembre de 2022. 

MATERIA Penal Victimas  

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a la no discriminación por género y edad, derecho al acceso a la justicia 
frente a la violencia sexual, derecho a la integridad personal, derecho a la vida 
privada, derecho a la debida diligencia en la investigación de delitos de naturaleza 
sexual. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS La Corte Interamericana de Derechos Humanos declaró la responsabilidad 
internacional de Bolivia frente a las violaciones a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y la Convención de Belém do Pará respecto a la actuación del 
Estado frente a la denuncia de violencia sexual sufrida por una niña. 
 
B. Angulo Losada nació en los Estados Unidos de América, por cuestiones del 
trabajo de su padre, tuvieron que residir en la ciudad de Cochabamba, Bolivia 
desde el año 1990. 
 
A la edad de 16 años (entre octubre del 2001 y mayo del 2002), Brisa sufrió actos 
de violencia sexual  por parte de su primo de E.G.A. de nacionalidad colombiana, 
de 26 años, quien vivía en el núcleo familiar, llegando a tener plena confianza de 
la familia de Brisa, y aprovechando su estatus en el hogar, cometió tales abusos.  
 
Ante los cambios abruptos de personalidad de Brisa, su familia pudo percatarse 
que algo ocurrió por lo cual se enteraron de los hechos sufridos por su hija, por lo 
cual el 15 de julio de 2002 se presentó denuncia a la Defensa de Niñas y Niños 
Internacional en la ciudad de Cochabamba, de la cual empezó a recibir terapia 
profesional, además que esta institución dispuso se realice el examen médico 
legal, determinando los exámenes realizados la existencia de violencia sexual en 
contra de la niña, además que se establecía que el victimario ejerciendo violencia 
física y psicológica, causó traumas en la niña, la cual por su crianza, falta de 
experiencia y vulnerabilidad por su madurez, nunca denunció los hechos a sus 
padres, por temor a las repercusiones de la situación que estaba viviendo, incluso 
intentando quitarse la vida al no considerar otra salida. En este punto es vital 
señalar que el examen médico legal, fue practicado por un profesional hombre, 
acompañado por estudiantes practicantes de la carrera de medicina, en la cual 
Brisa estableció no sentirse cómoda ante tal situación, además que no le 
permitieron estar en compañía de su madre, siendo ridiculizada por los médicos. 
 
Para el 01 de agosto de 2002 el padre de Brisa presentó la denuncia ante la Policía 
Técnica Judicial por el delito de violación. 
 
En esta causa se llevaron a cabo 3 juicios orales y por más de 20 años, el caso se 
ha mantenido en la impunidad. En el primer juicio oral después de 8 audiencias, 
se determinó que el imputado era autor del delito de estupro agravado, 
condenándole a siete años de reclusión, sentencia que fue apelada ya que los 
querellantes se adhirieron a la acusación del delito por violación. En este juicio 
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destacó que el examen médico legal realizado fue excluido como medio 
probatorio por no haberse solicitado a través del Ministerio Público, así mismo el 
Tribunal no consideró la violación porque no se demostró los elementos de 
violencia e intimidación, concluyendo subjetivamente que conforme los rasgos de 
personalidad de Brisa, no era posible concebir que Brisa haya podido ser 
intimidada por su victimario. Así también, durante el desarrollo de la audiencia 
Brisa relató los actos de violencia sexual en distintos momentos a la Fiscal, hechos 
que ya habían sido recogidos en la querella y los informes psicológicos. La Fiscal 
había increpado a Brisa, señalando: “[n]o le contaste a nadie después de que te 
violó la primera vez, ¿correcto? ¿Estás segura que no querías? Porque sería muy 
raro no decirle a alguien que te violó", “[s]i sigues contando esto vas a destruir a 
tu familia y a la de él”, y “[s]i estás mintiendo, me voy a asegurar que vayas a la 
cárcel. Es muy peligroso lo que estás haciendo”. Brisa salió descompuesta de tal 
diligencia, según relatos de su madre. En apelación se anuló la integridad de la 
sentencia por un defecto de procedimiento insubsanable al recibir la declaración 
de la víctima en sesión privada sin intervención de los sujetos procesales, 
principalmente el imputado. Tras la interposición de varios recursos, incluido 
casación, se anuló totalmente la sentencia ordenando la reposición del juicio por 
otro tribunal, esto con fecha 11 de abril de 2005.  
 
En el segundo juicio oral, iniciado el 15 de septiembre de 2005, llevándose a cabo 
5 audiencias, tomándose nuevamente el testimonio de la víctima, sin presencia 
del acusado, nuevamente se excluyó el examen médico legal. El tribunal en su 
sentencia indicó que no se pudo determinar el acceso carnal por la debilidad 
probatoria, que no existió una investigación eficiente que permitiera inferir 
elementos de convicción, no se comprobó que los cambios traumáticos de Brisa 
se produjeran por parte de E.G.A. y que no se evidenció que las conductas del 
presunto victimario anularon la libertad sexual de Brisa, además que “no había 
sido posible identificar en la conducta del imputado culpabilidad o dolo porque la 
relación sexual entre primos causa incomodidad en la sociedad, pero no es un 
delito, y que la agravante aplicable a la violación entre parientes requiere violencia 
y “en el caso de autos no se apreció violencia ni intimidación”, dictando sentencia 
absolutoria en la cual se levantaron todas las medidas cautelares personales en 
contra del imputado. Sentencia que fue apelada el 8 y 11 de octubre de 2005 por 
los querellantes y el Ministerio Público, por lo cual el 06 de marzo la Sala de 
apelación confirmó la sentencia. La resolución fue recurrida en casación por los 
querellantes, llegando el 10 de mayo de 2017 a anularse nuevamente la sentencia, 
disponiendo que la causa sea sorteada para realizarse un nuevo juicio. 
 
Respecto al tercer juicio oral, el 15 de julio de 2008 el Tribunal de Sentencia avocó 
conocimiento de la causa. Para el 01 de agosto de 2008 se dispuso realizar un 
nuevo examen forense ginecológico, el cual se llevó a cabo el 20 de agosto. 
Habiéndose convocado para el 22 de septiembre de 2008 no se desarrolló la 
audiencia por la falta de comparecencia de E.G.A., convocándose nuevamente 
para el 28 de octubre del mismo año, audiencia a la cual tampoco acudió, 
declarando la rebeldía, expidiéndose mandamiento de aprehensión. 
 
Desde la orden de aprehensión expedida el 06 de noviembre de 2008, no se pudo 
capturar a E.G.A, puesto que había salido con destino a Colombia. Bolivia solicitó 
a Colombia la extradición del imputado siendo detenido el 21 de febrero de 2022, 
empero el 07 de septiembre de 2022 la Vicefiscal General de la Nación decidió 
cancelar la orden de captura en contra de E.G.A. debido a “la prescripción de la 



 

 

acción penal a la luz de la normatividad colombiana”, y se ordenó su libertad 
inmediata “en virtud del concepto desfavorable emitido por la Sala de Casación 
de la Corte Suprema de Justicia de Colombia.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 1.1, 2, 5.1, 5.2, 8.1, 11.2, 19, 24 y 25.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos  

7.b), 7.c), 7.e) y 7.f) de la Convención de Belém do Pará  

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Niña víctima de violencia sexual. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Convención Americana sobre Derechos Humanos 
o Convención de Belém do Pará 
o Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Sentencia 

de 26 de junio de 1987  
o Caso Aroca Palma y otros Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de noviembre de 2022.  
o Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015.  
o Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018.   
o Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. 
o Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010.  
o Caso Maidanik y otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 

noviembre de 2021. 
o Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 

Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999.  
o Opinión Consultiva OC-29/22   
o Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012   
o Caso Vera Rojas y otros Vs. Chile. Excepciones preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de octubre de 2021.  
o Opinión Consultiva OC-17/02     
o Comité de los Derechos del Niño. Observación General No. 5: Medidas 

generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño 
(artículos 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44), CRC/GC/2003/5, de 27 de 
noviembre de 2003   

o Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013   

o Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010.  

o Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2006.  

o Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 
septiembre de 2003.   

o Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002   

o Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
enero de 1999   

o Caso Grijalva Bueno Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 3 de junio de 2021   



 

 

o Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río 
Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013   

o Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009.   

o Observación General No. 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna 
forma de violencia, CRC/C/GC/13, de 18 de abril de 2011   

o Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003   

o Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2008   

o Peritaje de Dubravka Šimonović (expediente de prueba, folio 11472), y 
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Kunarac et al. (IT-96-23 & 
IT-96-23/1-A), Sentencia del juicio, caso No. IT-96-23-T y IT-96-23/1-T, párr. 
129.   

o TEDH, Caso MC. Vs. Bulgaria, No. 39272/98. Sentencia de 4 de diciembre de 
2003.   

o Comité de la CEDAW, Caso Karen Tayag Vertido Vs. Filipinas, 
CEDAW/C/46/D/18/2008, adoptado el 22 de septiembre de 2010, y Peritaje 
de Dubravka Šimonović   

o Comité de la CEDAW, Recomendación General No. 35: la violencia por razón 
de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general 
número. 19, CEDAW/C/GC/35, 26 de julio de 2017   

o Comité de Expertas del MESECVI, Recomendación General No. 3  
o Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión 

Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003.   
o Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005.   
o Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 

Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 5 de agosto de 2008.   

o Caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo Antônio de Jesus y sus 
familiares Vs. Brasil, supra, párr. 199, y Caso Pueblos Indígenas Maya 
Kaqchikel de Sumpango y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de octubre de 2021   

o Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2013   

o Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009   

o Caso Ticona Estrada Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2008   

o Caso I.V. Vs Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2016. 

o Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de diciembre de 2021   

o Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de febrero de 2002   

o Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 
de 2011   

o Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de agosto de 1998     



 

 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 

La debida diligencia reforzada y el deber de protección especial en investigaciones 
y procesos penales relacionados con violencia sexual cometida contra niñas y niños 
y el deber de no revictimización 
 
106. Conforme la Corte ha establecido, los Estados deben garantizar que (i) el 
proceso se desarrolle en un entorno que no sea intimidatorio, hostil, insensible o 
inadecuado a la edad de la niña, niño o adolescente; (ii) el personal encargado de 
recibir el relato, incluyendo autoridades fiscales, judiciales, administrativas, 
personal de salud, entre otras, esté debidamente capacitado en la materia, de 
modo que la niña, niño o adolescente se sienta respetado y seguro al momento 
de relatar lo que le sucedió y expresar su opinión y en un entorno físico, psíquico 
y emocional adecuado, que permita que relate los hechos ocurridos o sus 
vivencias de la manera que elija, sin la utilización de un lenguaje ofensivo, 
discriminatorio o estigmatizante por parte del personal; (iii) las niñas, niños y 
adolescentes sean tratados a lo largo del proceso penal con tacto y sensibilidad, 
explicándoles la razón y utilidad de las diligencias a llevarse a cabo o la naturaleza 
de los peritajes a los cuales se le someterá, siempre con base en su edad, grado 
de madurez y desarrollo, y conforme a su derecho a la información; (iv) las niñas, 
niños y adolescentes víctimas de violencia sexual tengan respetada su intimidad y 
la confidencialidad de la información, de ser el caso, evitando en todo momento 
la participación de estos en una cantidad excesiva de intervenciones o su 
exposición al público, adoptando las medidas que sean necesarias para evitar su 
sufrimiento durante el proceso y causarle ulteriores daños; (v) la entrevista con la 
niña, niño o adolescente víctima de la violencia sexual, la cual debe ser 
videograbada, se lleve a cabo por un psicólogo especializado o un profesional de 
disciplinas afines debidamente capacitado en la toma de este tipo de 
declaraciones, no pudiendo ser interrogada en forma directa por el tribunal o las 
partes; (vi) las salas de entrevistas otorguen un entorno seguro y no intimidatorio, 
hostil, insensible o inadecuado, que les brinde privacidad y confianza a las 
víctimas, y (vii) que las niñas, niños y adolescentes no sean interrogados en más 
ocasiones que las estrictamente necesarias, atendiendo a su interés superior, para 
evitar la revictimización o un impacto traumático.  
 
 
107. En cuanto al examen físico, el Tribunal ya se ha pronunciado en el sentido de 
que las autoridades deberán evitar en la medida de lo posible que las víctimas de 
violencia sexual sean sometidas a más de una evaluación física, ya que podría ser 
revictimizante. El examen médico en estos casos debe ser realizado por un 
profesional con amplio conocimiento y experiencia en casos de violencia sexual 
contra niñas, niños y adolescentes, quien buscará minimizar y evitar causarles un 
trauma adicional o revictimizarlos. Es recomendable que la víctima, o de 
corresponder, su representante legal, pueda elegir el sexo del profesional y que 
el examen esté a cargo de un/a profesional de salud especialista en ginecología 
infanto-juvenil, con formación específica para realizar los exámenes médicos 
forenses en casos de violencia sexual. Asimismo, el examen médico deberá 
llevarse a cabo luego del consentimiento informado de la víctima o de su 
representante legal, según su grado de madurez, tomando en cuenta el derecho 
de la niña, niño o adolescente a ser oído, en un lugar adecuado, y se respetará su 
derecho a la intimidad y privacidad, permitiendo la presencia de un acompañante 
de confianza de la víctima. De igual forma, se considera necesaria la elaboración 
de un acta del examen, en la cual conste la información brindada a la víctima con 
anterioridad a la realización del examen y durante el mismo y el registro del 



 

 

consentimiento informado de la víctima respecto de cada etapa del examen. 
Dicha acta debe estar firmada por el/la médica/o especializada/o que realizó el 
examen, la víctima o su representante legal y la persona de confianza que la 
acompaña. La procedencia de un peritaje ginecológico debe ser considerada 
sobre la base de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el tiempo 
transcurrido desde el momento en que se alega que ocurrió la violencia sexual. En 
vista de ello, la Corte considera que la solicitud de realizar un peritaje ginecológico 
debe ser motivada detalladamente y, en caso de no ser procedente o no contar 
con el consentimiento informado de la víctima, el examen debe ser omitido, lo 
que en ninguna circunstancia debe servir de excusa para desacreditarla y/o 
impedir una investigación.   
 
124. A raíz de las consideraciones precedentes, la Corte concluye que el Estado 
no tomó las medidas necesarias para evitar la revictimización de Brisa, ni tampoco 
condujo el proceso penal con perspectiva de género y niñez, y en atención al 
deber de debida diligencia estricta y reforzada y de protección especial que se 
requería ante una denuncia de violación sexual en contra de una niña. Por ende, 
el Tribunal encuentra que Bolivia es responsable por la violación de los derechos 
a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la vida privada y familiar, a los 
derechos de la niñez y a la protección judicial, en los términos de los artículos 5.1, 
8.1, 11.2, 19 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, así como por el incumplimiento de las 
obligaciones derivadas de los artículos 7.b) y 7.f) de la Convención de Belém do 
Pará, en perjuicio de Brisa de Angulo Losada. 
 
El plazo razonable y la celeridad del proceso 
 
126. Si bien es cierto que, a efectos de analizar el plazo razonable, en términos 
generales la Corte debe considerar la duración global de un proceso hasta que se 
dicte sentencia definitiva, en ciertas situaciones particulares puede ser pertinente 
una valoración específica de sus distintas etapas. Sobre el particular, el Tribunal 
ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe analizar en cada caso 
concreto, en relación con la duración total del proceso, lo cual podría también 
incluir la ejecución de la sentencia definitiva. De esta manera, ha considerado 
cuatro elementos para analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable, 
a saber: (i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del interesado, (iii) 
la conducta de las autoridades judiciales, y (iv) la afectación generada en la 
situación jurídica de la presunta víctima. La Corte recuerda que corresponde al 
Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual 
ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad 
de que este no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su 
propia estimación al respecto. El Tribunal reitera, además, que se debe apreciar 
la duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte la 
sentencia definitiva, incluyendo los recursos de instancia que pudieran 
eventualmente presentarse.  
 
 
127. Adicionalmente, la Corte pone de relieve que el proceso penal involucraba 
una niña víctima de violencia sexual, lo cual exige que, en este caso, la garantía 
judicial de plazo razonable establecida en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana deba analizarse junto con el deber del Estado de actuar “sin dilaciones” 
y con la debida diligencia para investigar y sancionar la violencia contra la mujer, 



 

 

dispuesto en el artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, así como 
tomando en cuenta el deber de protección especial derivado del artículo 19 de la 
Convención Americana. De igual manera el artículo 9 de la Convención de Belém 
do Pará dota de contenido dichos deberes, en relación con la particular situación 
de vulnerabilidad y las necesidades de la presunta víctima cuando se trata de una 
niña.  
 
 
133. Por lo tanto, tomando en cuenta las consideraciones anteriores, el Tribunal 
concluye que Bolivia excedió el plazo razonable de la investigación y juzgamiento 
relacionado con la violencia sexual en cuestión, en violación del derecho a las 
garantías judiciales y los derechos de la niñez, establecidos en los artículos 8.1 y 
19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y el 
artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de Brisa De Angulo 
Losada.  
 
El consentimiento en los delitos de violencia sexual y el acceso a la justicia 
 
136. La Corte, siguiendo la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo 
dispuesto en la Convención de Belém do Pará, ha considerado anteriormente que 
la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen 
contra una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión 
física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o 
incluso contacto físico alguno  
 
 
137. Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto 
en el ámbito del Derecho Penal Internacional como en el Derecho Penal 
comparado, este Tribunal ha considerado que por violación sexual también debe 
entenderse actos de penetración vaginal o anal, sin consentimiento de la víctima, 
mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como 
la penetración bucal mediante el miembro viril. Al respecto, la Corte aclara que 
para que un acto sea considerado violación sexual, es suficiente que se produzca 
una penetración, por insignificante que sea, en los términos antes descritos. 
Además, se debe entender que la penetración vaginal se refiere a la penetración, 
con cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de cualquier orificio genital, 
incluyendo los labios mayores y menores, así como el orificio vaginal. Esta 
interpretación es acorde a la concepción de que cualquier tipo de penetración, 
por insignificante que sea, es suficiente para que un acto sea considerado 
violación sexual. Este Tribunal entiende que la violación sexual es una forma de 
violencia sexual.  
 
138. Desde al menos el año 2001, organismos y tribunales internacionales han 
identificado el consentimiento como un elemento central del delito de violación 
sexual. Así, en 2001 el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (ICTY), en 
el caso Fiscal c. Kunarac, Kovac y Vukovic, observó que no existía una definición 
del delito de violación en el derecho internacional humanitario y determinó que 
la falta de consentimiento era por sí mismo un elemento constitutivo de la 
violación como delito en el derecho penal internacional y que “la fuerza o la 
amenaza de fuerza proporciona una prueba clara de la falta de consentimiento, 
pero la fuerza no es un elemento per se de la violación”.  
 



 

 

140. En su decisión relacionada con el caso supra citado, el Tribunal Europeo 
sostuvo que “la constante evolución del entendimiento de la forma en que las 
víctimas experimentan una violación demostró que las víctimas del abuso sexual 
–en especial las niñas menores de edad– por lo general no ponen resistencia física 
debido a varios factores psicológicos o porque temen que el perpetrador se ponga 
violento con ellas” y ello resalta la importancia del análisis de distintos elementos 
probatorios que pueden sugerir la falta de consentimiento de la víctima, mucho 
más allá de la fuerza. En ese sentido, el Tribunal Europeo consideró que “cualquier 
enfoque limitado que sea utilizado para el juzgamiento de los delitos sexuales, 
como requerir pruebas de resistencia física en todos los casos, puede llevar a que 
ciertos tipos de violación no sean penados y, por lo tanto, ponga en peligro la 
protección eficaz de la autonomía sexual de los individuos”. Así concluyó que “los 
Estados Parte […] deben requerir la penalización y condena eficaz de cualquier 
acto sexual no consensuado, incluso en la ausencia de resistencia física por parte 
de la víctima”.  
 
145. Tomando en cuenta lo expuesto, la Corte coincide con la posición de los 
distintos organismos internacionales, de modo que considera que las 
disposiciones normativas penales relacionadas con la violencia sexual deben 
contener la figura del consentimiento como su eje central, es decir, para que se 
perpetre una violación, no se debe exigir la prueba de amenaza, uso de la fuerza 
o violencia física, bastando para ello que se demuestre, mediante cualquier medio 
probatorio idóneo, que la víctima no consintió con el acto sexual. Los tipos penales 
relativos a la violencia sexual deben centrarse en el consentimiento, elemento 
esencial en el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual. Vale 
decir que no corresponde demostrar resistencia ante la agresión física, sino la 
falta de consentimiento, en atención al artículo 7 de la Convención de Belém do 
Pará. Cabe subrayar que solo se puede entender que hay consentimiento cuando 
este se haya manifestado libremente mediante actos que, en atención a las 
circunstancias del caso, expresen de manera clara la voluntad de la persona. Ya 
sea mediante la anuencia verbal, o sea porque dicho consentimiento se deriva de 
un comportamiento evidentemente identificable con una participación 
voluntaria.  
 
146. La importancia del rol del consentimiento en situaciones de violencia sexual 
se justifica también en función de la alta incidencia de casos en los que los abusos 
sexuales se producen cuando las relaciones entre víctima y agresor están 
permeadas por asimetrías de poder, que permiten que el agresor someta a la 
víctima por medio de actos cometidos en el ámbito institucional, laboral, escolar, 
y a través de privación económica, entre otros. Como lo advierte el CEVI, muchas 
veces en estas situaciones, no existe violencia física y la víctima no se niega de 
manera explícita, “pero la violación se da porque el consentimiento se asume en 
situaciones de poder desigual”.  
 
147. La Corte entiende que hay situaciones en que se presentan vicios en el 
consentimiento y reconoce que la falta de la definición legal de la violencia 
psicológica, por ejemplo, dificulta la posibilidad de investigación de las violaciones 
sexuales. Al respecto, en consonancia con la Recomendación General No. 3 del 
CEVI, la Corte considera fundamental que los Estados incluyan en la normativa 
penal algunos elementos para determinar la ausencia del consentimiento en un 
acto sexual, como por ejemplo (a) el uso de la fuerza o la amenaza de usarla; (b) 
la coacción o el temor a la violencia o a las consecuencias; (c) la intimidación; (d) 



 

 

la detención y/o privación de la libertad; (e) la opresión psicológica; (f) el abuso 
de poder, y (g) la incapacidad de entender la violencia sexual. 
 
148. El Tribunal estima necesario que la legislación penal también establezca que 
no se podrá inferir el consentimiento (i) cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, 
la coacción o el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminuido la 
capacidad de la víctima para dar un consentimiento voluntario y libre; (ii) cuando 
la víctima esté imposibilitada de dar un consentimiento libre; (iii) del silencio o de 
la falta de resistencia de la víctima a la violencia sexual, y (iv) cuando exista una 
relación de poder que obligue a la víctima al acto por temor a las consecuencias 
del mismo, aprovechando un entorno de coacción.  
 
149. La Corte considera que es fundamental que la normativa concerniente a 
delitos de violencia sexual disponga que el consentimiento no puede ser inferido, 
sino que siempre debe ser ofrecido de manera expresa, libre y de manera previa 
al acto y que éste puede ser reversible. En virtud de esa premisa, como ya ha 
señalado este Tribunal, ante “cualquier tipo de circunstancia coercitiva ya no es 
necesario que se dé la figura del consentimiento porque esa circunstancia eliminó, 
sin lugar a dudas, el consentimiento”.  
 
154. Al respecto, este Tribunal ha señalado que no se puede hacer referencia al 
consentimiento de la víctima para sostener relaciones sexuales cuando el agresor 
ostenta una figura de autoridad sobre la víctima (supra párrs. 147 y 148), debido 
a que se genera una desigualdad de poder que se agrava con la diferencia de 
edades entre la víctima y el victimario. Es cierto que “lo que puede parecer 
consentimiento por parte de la víctima puede establecerse como no válido 
precisamente por las desigualdades de poder en la relación que se materializan 
en un sometimiento por parte de la víctima”. Por todo lo anterior, se considera 
que la aplicación de la normativa de referencia y su interpretación por parte de 
los tribunales internos resultaron en la denegación de justicia a una niña víctima 
de violencia sexual, como lo era Brisa. 
 
156. A la luz de todas las consideraciones anteriores, la Corte concluye que el 
Estado es responsable por la violación de los derechos a la niñez, a la igualdad 
ante la ley y a la protección judicial, en los términos de los artículos 19, 24 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma, así como por el incumplimiento de las obligaciones derivadas 
de los artículos 7. b), 7.c) y 7.e) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio 
de Brisa De Angulo Losada.  
 
La discriminación en el acceso a la justicia basada en motivos de género y niñez, y 
la violencia institucional 
 
 
157. Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha 
señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de 
naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la 
persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar 
superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la 
inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo 
discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran 
incursos en tal situación. En la actual etapa de la evolución del derecho 



 

 

internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha 
ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico 
del orden público nacional e internacional y permea todo el ordenamiento 
jurídico. Los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier 
manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de 
discriminación de jure o de facto. 
 
 
160. La Corte ha considerado que la violación sexual es una forma de violencia 
sexual. Tanto la Convención de Belém do Pará, como la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y su órgano de 
supervisión, han reconocido el vínculo existente entre la violencia contra las 
mujeres y la discriminación. La Corte ya resaltó la especial vulnerabilidad de las 
niñas a la violencia sexual, especialmente en la esfera familiar, así como el mayor 
riesgo de enfrentar los obstáculos y discriminación en el acceso a la justicia al 
confluir las condiciones de mujer y niña (supra párr. 100). En este caso, dicha 
violencia fue ejercida por un particular. No obstante, ello no exime al Estado de 
responsabilidad ya que se encontraba llamado a adoptar políticas integrales para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, tomando 
particularmente en cuenta los casos en que la mujer sea menor de 18 años de 
edad.  
 
161. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de 
violencia contra la mujer propicia un ambiente de impunidad que facilita y 
promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje 
según el cual la violencia contra la mujer puede ser tolerada y aceptada, lo que 
favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la 
sensación de inseguridad de las mujeres, así como una persistente desconfianza 
de estas en el sistema de administración de justicia. Dicha ineficacia o indiferencia 
constituye en sí misma una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia.  
 
164. En el presente caso, se observa que, además de las altas cifras de impunidad 
en casos de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes que existían en 
Bolivia para la época, se utilizaron estereotipos de género por parte de algunos 
operadores de justicia para referirse a atributos personales de la presunta víctima 
y así cuestionar la existencia de la violencia sexual. En efecto, durante el primer 
juicio, el Tribunal de Sentencia modificó ex officio el tipo penal de violación a 
estupro tras haber vislumbrado “ciertos rasgos de la personalidad de […] Brisa”, 
como su “personalidad fuerte”, a partir de los cuales concluyó que “no es posible 
concebir que Brisa haya sido intimidada por [el imputado]”. De igual modo, 
durante ese mismo juicio, mientras la presunta víctima brindaba su testimonio, 
uno de los jueces ciudadanos cuestionó con una de sus preguntas la violación 
porque Brisa no había gritado. Estos estereotipos refuerzan la idea erróneamente 
concebida y discriminatoria de que una víctima de violencia sexual tiene que ser 
“débil”, mostrarse “indefensa”, reaccionar o resistir a la agresión.  
 
170. Adicionalmente, la Corte estima que en el presente caso el Estado se 
convirtió en un segundo agresor, al cometer distintos actos revictimizantes que, 
tomando en cuenta la definición de violencia contra la mujer adoptada en la 
Convención de Belém do Pará, constituyeron violencia institucional. En efecto, la 
Convención de Belém do Pará en su artículo 1 indica que “debe entenderse por 
violencia contra la mujer, cualquier acción o conducta, basada en su género, que 



 

 

cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en 
el ámbito público como en el privado”. Asimismo, dicho instrumento resalta que 
dicha violencia incluye la que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus 
agentes, donde quiera que ocurra.  
 
171. En conclusión, la Corte considera que la niña sufrió violencia institucional 
durante el procedimiento judicial, en particular, a raíz del primero examen médico 
forense, la primera entrevista con la Fiscal N.T.A. y su interrogatorio durante el 
segundo juicio oral. La niña y su familia acudieron al sistema judicial en busca de 
protección y para obtener la restitución de sus derechos vulnerados. Sin embargo, 
el Estado no solo no cumplió con la debida diligencia reforzada y protección 
especial requerida en el proceso judicial donde se investigaba una situación de 
violencia sexual, sino que respondió con una nueva forma de violencia. En este 
sentido, además de la vulneración del derecho de acceso a la justicia sin 
discriminación, la Corte considera que el Estado ejerció violencia institucional, 
causándole una mayor afectación y multiplicando la vivencia traumática sufrida 
por Brisa. En consecuencia, este Tribunal determina que los actos revictimizantes 
llevados a cabo por funcionarios estatales en perjuicio de Brisa De Angulo Losada 
constituyeron violencia institucional y deben calificarse, teniendo en cuenta la 
entidad del sufrimiento provocado, como un trato cruel, inhumano y degradante 
en los términos del artículo 5.2 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma.  
 
Conclusión 
 
172. En vista de todo lo anterior, la Corte considera que Bolivia es responsable por 
la violación de los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la 
vida privada y familiar, a los derechos de la niñez, a la igualdad ante la ley y a la 
protección judicial, en los términos de los artículos 5.1, 5.2, 8.1, 11.2, 19, 24 y 25.1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma, así como por el incumplimiento de las obligaciones 
derivadas de los artículos 7.b), 7.c), 7.e) y 7.f) de la Convención de Belém do Pará, 
en perjuicio de Brisa De Angulo Losada.  
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

177. El Tribunal estima pertinente resaltar que la víctima manifestó de forma 
expresa que no solicitaría medidas de rehabilitación ni indemnización 
compensatoria, razón por la cual, lo tendrá en consideración al momento de fijar 
las reparaciones  
 
A. Parte lesionada  
 
178. Este Tribunal considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de 
la Convención, a quienes han sido declaradas víctimas de la violación de algún 
derecho reconocido en la misma. Por lo tanto, esta Corte considera como “parte 
lesionada” a la señora Brisa De Angulo Losada, quien, en su carácter de víctima de 
las violaciones declaradas en el capítulo VII de la presente Sentencia, será 
beneficiaria de las reparaciones que la Corte ordene.  
 
B. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a 
los responsables  
 



 

 

182. La Corte declaró en la presente Sentencia, inter alia, que el Estado incumplió 
el deber de investigar con la debida diligencia reforzada y estricta que le 
correspondía en un caso de violencia sexual perpetrada contra una niña, 
terminando por revictimizar a la víctima, y permitiendo que el caso se quedara en 
una situación de absoluta impunidad. La Corte toma en consideración que, tras la 
realización de la audiencia pública del presente caso, el Estado informó que, el 21 
de febrero de 2022, E.G.A. fue capturado con fines de extradición en territorio 
colombiano. Sin embargo, el 2 de septiembre de 2022 la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia de Colombia decidió cancelar la orden de captura 
en contra de E.G.A. debido a “la prescripción de la acción penal a la luz de la 
normatividad colombiana” y se ordenó su libertad inmediata.  
 
183. Este Tribunal manifiesta su profunda preocupación por las fallas en la 
investigación y juzgamiento de los hechos que llevaron a que, debido al paso del 
tiempo, el presente caso quede en la impunidad. En este sentido, reitera que la 
ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra la mujer propicia 
un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de 
violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra la mujer 
puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación 
social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, 
así como una persistente desconfianza de estas en el sistema de administración 
de justicia. Adicionalmente, recuerda que las niñas, están bajo una situación de 
especial vulnerabilidad de ser víctimas de violaciones de derechos humanos y que 
dicha vulnerabilidad puede verse enmarcada y potenciada, debido a factores de 
discriminación histórica que han contribuido a que las mujeres y niñas sufran 
mayores índices de violencia sexual, especialmente en la esfera familiar. La Corte 
considera que la ineficacia, indiferencia y los obstáculos en el acceso a la justicia 
son discriminatorios, puesto que no permiten que mujeres y niñas ejerzan el 
derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad.  
 
184. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de 
violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y 
promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje 
según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada. Esto 
favorece la perpetuación de la violencia de género y su aceptación social, así como 
el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres y su persistente 
desconfianza en el sistema de administración de justicia.  
 
 
185. En las circunstancias de este caso, la Corte estima pertinente ordenar al 
Estado que mantenga abierto el proceso penal e impulse la investigación del caso 
si hubiere cualquier cambio de circunstancia que lo permita.  
 
186. Por otro lado, este Tribunal estableció que distintas autoridades estatales a 
cargo de la investigación y el juzgamiento contribuyeron con la revictimización de 
Brisa, por medio de la realización de exámenes forenses, de interrogatorios 
repetitivos, de preguntas y comentarios inadecuados y que contenían 
estereotipos de género, entre otros actos. Por lo tanto, la Corte considera 
pertinente ordenar al Estado que adopte todas las medidas necesarias para, 
dentro de un plazo razonable, determinar, por intermedio de las instituciones 
públicas competentes, las eventuales responsabilidades de los y las funcionarias 
que contribuyeron con su actuación a la comisión de actos de revictimización y 



 

 

eventuales irregularidades procesales en perjuicio de Brisa y, en la medida que 
corresponda, aplicar las consecuencias que la ley pudiera prever.  
 
C. Medidas de satisfacción  
 
c.1 Publicación de la Sentencia  
190. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado publique, 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, en un tamaño de letra legible y adecuado: a) el resumen oficial de la 
presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial; 
b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola 
vez, en un medio de comunicación de amplia circulación nacional, y c) la presente 
Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en al menos un 
sitio web oficial adecuado, de una manera accesible al público y desde la página 
de inicio del sitio web. El Estado deberá informar de forma inmediata a este 
Tribunal una vez proceda a realizar cada una de las publicaciones dispuestas, 
independiente del plazo de un año para presentar su primer informe, según lo 
dispuesto en el punto resolutivo 22 de esta Sentencia.  
 
c.2 Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional  
191. Con el fin de reparar el daño causado a la víctima y evitar que hechos como 
los de este caso se repitan, especialmente teniendo en cuenta la situación de 
absoluta impunidad en que se encuentra la violencia sexual sufrida por Brisa, 
únicamente atribuible a la conducta estatal, y la necesidad de dar visibilidad a la 
importancia de que se investigue con la debida diligencia reforzada los delitos 
sexuales cometidos contra niñas, niños y adolescentes, la Corte estima necesario 
ordenar que el Estado realice un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional en relación con los hechos del presente caso, en el 
plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. En dicho acto 
se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en 
la presente Sentencia. Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia 
pública en presencia de altos funcionarios del Estado y de la presunta víctima y/o 
sus familiares y representantes, si así lo desean. El Estado y la víctima, y/o sus 
representantes, deberán acordar la modalidad de cumplimiento del acto público, 
así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para 
su realización. De igual manera, a fin de contribuir a despertar la conciencia para 
prevenir y evitar la repetición de hechos lesivos como los ocurridos en el presente 
caso, la Corte ordena al Estado difundir dicho acto a través de los medios de 
comunicación de la manera más amplia posible, incluyendo la difusión en la radio, 
televisión abierta y de alcance nacional, y redes sociales. 
 
D. Garantías de no repetición    
 
d.1 Adecuación de la legislación interna  
196. Este Tribunal valora positivamente las diferentes leyes que ha implementado 
el Estado contra la violencia de género, la violencia sexual y en favor de la 
protección de niñas, niños y adolescentes, así como las diferentes reformas 
procesales que buscan facilitar el acceso a la justicia por parte de las víctimas de 
violencia sexual. Particularmente, la Corte resalta la modificación del Código de 
Procedimiento Penal, que establece que los tribunales de sentencia se integren 
por tres jueces técnicos, y no por dos profesionales de justicia y dos ciudadanos 
como estaba establecido al momento de los hechos, lo que garantiza que casos 



 

 

de violencia sexual contra personas menores de edad sean juzgados por 
autoridades judiciales de carácter técnico, que pueden contar con la debida 
capacitación y especialización.  
 
197. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte estima pertinente ordenar algunas 
adecuaciones legislativas en cuanto constituyen medidas encaminadas a eliminar 
obstáculos y contribuir a la obtención de justicia por parte de niñas y niños 
víctimas de violencia sexual. Asimismo, las referidas reformas normativas tienen 
por finalidad sancionar a aquellos que utilicen su posición de poder, control o 
influencia sobre las personas menores de edad para abusar o explotar su 
dependencia o vulnerabilidad, y eliminar estereotipos de género y la 
discriminación en la penalización de actos de violencia sexual.  
 
198. Respecto a la tipificación del delito de violación, la Corte observa que, a pesar 
de que la última modificación que se hizo a este tipo penal (supra párr. 43) incluye 
el requerimiento de que los actos sexuales sean no consentidos, el 
consentimiento aparece como un elemento tangencial y adicional para la 
configuración del delito de violación, pues se sigue requiriendo que se ejerza 
intimidación, violencia física o psicológica, o que la víctima estuviera en 
incapacidad de resistir. Por tanto, el Estado deberá, en un plazo razonable, 
adecuar su ordenamiento jurídico interno de tal manera que la ausencia de 
consentimiento sea central y constitutiva del delito de violación sexual, de modo 
tal que no se exija que el delito sea cometido mediante violencia o intimidación, 
bastando la falta de consentimiento para el acto sexual. En la tipificación de este 
delito, se deberán tener en cuenta las circunstancias coercitivas que anulan el 
consentimiento, de acuerdo con los estándares establecidos en los párrafos 145 
a 149 de la presente Sentencia.  
 
199. Adicionalmente, este Tribunal advierte que el delito de estupro se basa en 
tradiciones y estereotipos de género; no identifica las particulares condiciones de 
vulnerabilidad de la víctima; encubre relaciones de poder, y crea una jerarquía 
entre delitos sexuales que disminuye, invisibiliza y naturaliza la gravedad de la 
violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes. Además, la Corte nota que la 
adecuación normativa supra citada implicará necesariamente que el tipo penal de 
violación protegería los bienes jurídicos tutelados por el tipo penal de estupro. En 
consecuencia, y con la finalidad de facilitar que todas las formas de violencia 
sexual contra adolescentes menores de edad se basen en la falta de 
consentimiento y sean enjuiciadas y sancionadas en concordancia con la gravedad 
de los hechos, el Estado deberá, en un plazo razonable, eliminar el tipo penal de 
estupro de su ordenamiento jurídico. 
 
200. En cuanto a la figura del incesto, este Tribunal considera que el caso reveló 
particularidades del enfoque legal del incesto en el sistema jurídico boliviano que 
también llevaron a la revictimización de Brisa. En efecto, los representantes 
criticaron el estatus del incesto como una “mera agravante”, solicitando como 
medida de reparación que fuera transformado en un tipo autónomo. El Estado no 
abordó de manera específica este argumento en sus consideraciones.  
 
201. Cabe subrayar que la violación incestuosa conlleva una afectación 
diferenciada y particular en los derechos de las niñas, niños y adolescentes, 
específicamente protegidos por la Convención Americana y por otros 
instrumentos internacionales. Tomando en cuenta la prevalencia y el impacto 



 

 

diferenciado y agravado de la violación incestuosa, así como la relevancia de dar 
visibilidad a su definición y prohibición, la Corte considera que el incesto es 
distinto a otras formas de violación sexual y exige un enfoque especializado por 
parte del Estado en su legislación. Así, la Corte estima pertinente ordenar al 
Estado que, en un plazo razonable, visibilice la violación sexual incestuosa con un 
nomen juris propio en el Código Penal boliviano.  
 
d.2 Adopción de protocolos estandarizados de investigación y atención integral 
para casos de violencia sexual en perjuicio de niñas, niños y adolescentes  
 
204. En este sentido, la Corte estima conveniente ordenar que el Estado adecúe 
sus protocolos ya existentes o adopte nuevos protocolos que incorporen los 
estándares internacionales en la materia (supra párrs. 101 a 107) en las 
investigaciones y procesos penales derivados de actos de violencia sexual en 
perjuicio de niñas, niños y adolescentes; que aseguren que las declaraciones y 
entrevistas, los exámenes médico-forenses, así como las pericias psicológicas y/o 
psiquiátricas sean llevadas a cabo de forma ajustada a las necesidades de ese 
grupo particular de víctimas, y delimiten el contenido de la atención integral 
especializada para niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual. Por 
ello, la Corte ordena al Estado la adopción, implementación, supervisión y 
fiscalización apropiada de tres protocolos estandarizados, a saber: i) protocolo de 
investigación y actuación durante el proceso penal para casos de niñas, niños y 
adolescentes víctimas de violencia sexual; ii) protocolo sobre abordaje integral y 
valoración médico legal para casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de 
violencia sexual, y iii) protocolo de atención integral para niñas, niños y 
adolescentes víctimas de violencia sexual.  
 
205. En relación con el protocolo de investigación y actuación durante el proceso 
penal para casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual, el 
Estado deberá tener en cuenta los criterios establecidos en los instrumentos 
internacionales en materia de protección de los derechos de la niñez, así como los 
estándares desarrollados en esta Sentencia y en la jurisprudencia de la Corte. En 
este sentido, dicho protocolo deberá tener en consideración que la debida 
diligencia reforzada con perspectiva de género y niñez, conforme el caso, implica 
la adopción de medidas especiales y el desarrollo de un proceso adaptado a las 
niñas, niños y adolescentes con miras a evitar su revictimización, por lo que 
deberá incluir, conforme con los estándares desarrollados en los párrafos 103 a 
106, al menos los siguientes criterios: (i) el derecho a la información relativa al 
procedimiento, así como los servicios de asistencia jurídica, de salud y demás 
medidas de protección disponibles; (ii) la asistencia letrada, gratuita y 
proporcionada por el Estado, de un abogado debidamente capacitado, y/o 
especializado en niñez y adolescencia, con facultades de constituirse en calidad 
de parte procesal, oponerse a medidas judiciales, interponer recursos y realizar 
todo otro acto procesal tendiente a defender sus derechos en el proceso; (iii) el 
derecho a ser oído, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, que 
conlleva un criterio reforzado de celeridad; (iv) el derecho de la niña, niño o 
adolescente víctima a participar en el proceso penal, en función de su edad y 
madurez, y siempre que no implique un perjuicio en su bienestar psico-social. Para 
ello, deben realizarse las diligencias estrictamente necesarias y evitarse la 
presencia e interacción de las niñas, niños y adolescentes con su agresor; (v) 
generar las condiciones adecuadas para que las niñas, niños y adolescentes 
puedan participar de forma efectiva en el proceso penal mediante las 



 

 

protecciones especiales y el acompañamiento especializado; (vi) la entrevista 
deberá llevarse a cabo por un psicólogo especializado o un profesional de 
disciplinas afines debidamente capacitado en la toma de este tipo de 
declaraciones de niñas, niños y adolescentes; (vii) las salas de entrevistas 
otorgarán un entorno seguro y no intimidatorio, hostil, insensible o inadecuado, 
que les brinde privacidad y confianza; (viii) el personal del servicio de justicia que 
intervenga deberá estar capacitado en la temática, y (ix) deberá brindarse 
asistencia inmediata y profesional, tanto médica como psicológica y/o 
psiquiátrica, a cargo de una persona profesional específicamente capacitada en la 
atención de víctimas de este tipo de delitos y con perspectiva de género y niñez. 
La Corte considera que este protocolo deberá estar dirigido, especialmente, a 
todo el personal de la administración de justicia que intervenga en la investigación 
y tramitación de procesos penales en casos de niñas, niños o adolescentes 
víctimas de violencia sexual, sea que ésta haya ocurrido en la esfera pública o 
privada.  
 
206. Con respecto al protocolo sobre abordaje integral y valoración médico legal 
para casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual, la Corte 
ordena al Estado de Bolivia que adopte un protocolo específico estandarizado 
para que todo el personal de salud, ya sea público o privado y, de forma particular, 
el personal del Instituto de Investigaciones Forenses, cuente con los criterios 
necesarios para la ejecución de los exámenes que correspondan, conforme con 
los criterios establecidos en el párrafo 107 de la presente Sentencia y la 
jurisprudencia de la Corte, así como los estándares internacionales en la materia. 
El Tribunal resalta que, de considerarse necesaria la realización de un examen 
médico, el Estado deberá garantizar al menos lo siguiente: (i) deberá evitarse, en 
la medida de lo posible, más de una evaluación física; (ii) debe ser realizado por 
un profesional con amplio conocimiento y experiencia en casos de violencia sexual 
de niñas, niños y adolescentes; (iii) la víctima o su representante legal, según el 
grado de madurez de la niña, niño o adolescente, podrá elegir el sexo de la 
persona profesional; (iv) el examen debe estar a cargo de una persona profesional 
de salud especializada en la atención de niñas y niños con formación específica 
para realizar los exámenes médicos forenses en casos de violencia sexual; (v) 
deberá llevarse a cabo luego del consentimiento informado de la víctima o de su 
representante legal, según su grado de madurez, tomando en cuenta el derecho 
de la niña, niño o adolescente a ser oído, y (vi) se realizará en un lugar adecuado 
y se respetará su derecho a la intimidad y privacidad, permitiendo la presencia de 
un/una acompañante de confianza de la víctima y estando vedado la participación 
o presencia de otras personas profesionales que no estén expresamente 
autorizados por la víctima o su representante legal.  
 
207. Finalmente, en relación con el protocolo específico estandarizado de 
atención integral para niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual, la 
Corte considera que el Estado deberá brindar medidas de protección desde el 
momento en el que tome conocimiento de la violencia sexual, conforme con los 
criterios establecidos en los párrafos 101, 103 y 105 de la presente Sentencia. En 
particular, la Corte ordena al Estado que dicho protocolo garantice el 
establecimiento de protecciones especiales y acompañamiento especializado, 
médico, psicológico y/o psiquiátrico para que las niñas, niños y adolescentes 
puedan participar de forma efectiva en el proceso penal, evitando la 
revictimización y conforme a sus vivencias y entendimiento. El protocolo, además, 
deberá garantizar que se brinde asistencia antes, durante y después de las 



 

 

investigaciones y proceso penal para lograr la reintegración y rehabilitación de las 
víctimas. En este sentido, se brindará asistencia inmediata y profesional, tanto 
médica, psicológica como psiquiátrica a cargo de personal especializado, con 
perspectiva de género y niñez, y sin discriminación, para las víctimas y sus 
familiares, durante el tiempo que sea necesario para lograr la rehabilitación. La 
Corte estima que este protocolo deberá estar dirigido no solo al personal de salud 
que interviene en casos de violencia sexual, sino también al personal de apoyo 
social y familiar que de forma integral brindan atención a las víctimas, por lo que 
deberá incluir los mecanismos de apoyo con los que cuentan dichas víctimas y sus 
familiares. El protocolo deberá, asimismo, establecer claramente las acciones de 
coordinación entre distintas instancias estatales que brindan asistencia a las niñas, 
niños y adolescentes víctimas de violencia sexual en Bolivia.  
 
 
208. Bolivia deberá cumplir con las medidas de reparación dispuestas en este 
apartado en el plazo de dos años desde la notificación de la presente Sentencia. 
Asimismo, el Estado deberá crear un sistema de indicadores que permitan medir 
la efectividad de los protocolos referidos anteriormente y comprobar, de manera 
diferenciada y por género y edad, la disminución sustantiva de la impunidad 
respecto de los delitos de violencia sexual cometidos contra niñas, niños y 
adolescentes. Para cumplir con esta obligación, el Estado cuenta con un plazo de 
dos años a partir de la adopción de los referidos protocolos.  
 
d.3 Programas de capacitación y sensibilización  
 
210. En virtud de lo anterior, y considerando la necesidad de que todas las y los 
funcionarios públicos que trabajen con temáticas de violencia sexual reciban 
capacitación suficiente y adecuada, este Tribunal estima que el Estado debe 
adoptar e implementar capacitaciones y cursos, de carácter permanente, para 
funcionarios públicos que por su función en el sistema de administración de 
justicia trabajen con temáticas de violencia sexual; en particular, los funcionarios 
pertenecientes al Poder Judicial y al Ministerio Público. Dichas capacitaciones y 
cursos deben versar sobre estándares de debida diligencia en la investigación de 
casos de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, así como su 
erradicación y las medidas de protección a adoptar. Asimismo, en las 
capacitaciones debe incluirse el incesto y las circunstancias en que este agravante 
se configura. Además, las capacitaciones deberán basarse en los criterios 
establecidos en la presente Sentencia, los cuales se corresponden con el 
contenido de los protocolos estandarizados ordenados por esta Corte (supra 
párrs. 204 a 207), en la jurisprudencia del Tribunal en relación con la violencia de 
género y protección de los derechos de la niñez, así como en los estándares 
internacionales en la materia. Las capacitaciones deberán impartirse desde una 
perspectiva de género y de protección de la niñez, tendiente a la deconstrucción 
de estereotipos de género y falsas creencias en torno a la violencia sexual, para 
asegurar que las investigaciones y enjuiciamientos de estos hechos se realicen de 
acuerdo con los más estrictos estándares de debida diligencia.  
 
211. De considerarlo conveniente, el Estado podrá acudir a organizaciones como 
la Comisión Interamericana de Mujeres o el Comité de Expertas del Mecanismo 
de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, a fin de que tales entidades 
brinden asesoramiento o asistencia que pudiere resultar de utilidad en el 
cumplimiento de la medida ordenada. Asimismo, en concordancia con 



 

 

señalamientos del Comité de los Derechos del Niño, la Corte destaca la 
importancia de la participación de las niñas y niños en la formulación de las 
políticas públicas de prevención.  
 
212. Asimismo, la Corte ordena al Estado que adopte e implemente 
capacitaciones y cursos, de carácter permanente, dirigidas a médicos/as forenses 
y demás personal del Instituto Investigaciones Forenses, con el objetivo de 
acreditar la certificación correspondiente a dichos profesionales, brindarles 
formación sobre el trato adecuado a las niñas, niños y adolescentes víctimas de 
violencia sexual durante los exámenes médicos, y con miras a que dichos 
exámenes sean llevados a cabo conforme a los criterios establecidos en la 
presente Sentencia (supra párr. 107) y a los estándares internacionales en la 
materia.  
 
213. Por otro lado, el Estado deberá implementar una campaña de 
concientización y sensibilización, por medio de un canal abierto de televisión, 
radio y redes sociales, orientada a enfrentar los esquemas socioculturales que 
normalizan o trivializan el incesto. La campaña deberá estar dirigida a la población 
de Bolivia en general y tomar en cuenta la diversidad cultural y lingüística 
existente en el país. Deberá, además incluir información sobre las circunstancias 
de vulnerabilidad que facilitan la ocurrencia del incesto, la existencia de un 
agravante para la penalización de esta conducta, las cifras de incesto en Bolivia, 
los derechos de niñas y niños, y la importancia del consentimiento en las 
relaciones sexuales. Asimismo, la campaña deberá tener perspectiva de género y 
niñez, y deberá ser comprensible para toda la población.  
 
214. El Estado debe cumplir con las medidas de reparación dispuestas en este 
apartado en el plazo de 18 meses a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. El Estado deberá presentar un informe anual por cinco años, en el que 
indique las acciones que se han realizado para tales fines.  
 
d.4 Educación sexual para niñas, niños y adolescentes  
 
216. Por tanto, la Corte considera pertinente que el Estado, en un plazo de dos 
años a partir de la notificación de la presente Sentencia, incorpore en los 
materiales de enseñanza obligatoria escolar información adecuada, oportuna y 
acorde al nivel de madurez de las niñas, niños y adolescentes orientada a dotarles 
de herramientas para prevenir, identificar y denunciar hechos constitutivos y 
riesgos de violencia sexual. Dichos materiales deben incluir información sobre la 
importancia del consentimiento en las relaciones sexuales y sobre el incesto. El 
Estado deberá presentar un informe anual por tres años, en el que indique las 
acciones que se han realizado para tales fines.  
 
d.5 Estadísticas sobre violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes  
 
218. Considerando lo anterior y teniendo en cuenta la importancia del acceso a la 
información para la formulación de políticas públicas adecuadas dirigidas a 
prevenir la repetición de hechos como los del presente caso, este Tribunal ordena 
que el Estado diseñe, en el plazo de un año, e implemente, en un plazo de tres 
años, un sistema nacional y centralizado de recopilación de datos de casos de 
violencia sexual en contra de personas menores de edad, desagregando, edad, 
lugar de ocurrencia, perfil del agresor, relación con la víctima, entre otras 



 

 

variables, que permitan el análisis cuantitativo y cualitativo de hechos de violencia 
sexual contra personas menores de edad. Además, se deberá especificar la 
cantidad de casos que fueron efectivamente judicializados, identificando el 
número de acusaciones, condenas y absoluciones. Esta información deberá ser 
difundida anualmente por el Estado garantizando su acceso a toda la población 
en general, así como la reserva de identidad de las víctimas. A tal efecto, el Estado 
deberá presentar a la Corte un informe anual durante cinco años a partir de la 
implementación del sistema de recopilación de datos, en el que indique las 
acciones que se han realizado para tal fin.  
 
E. Otras medidas de reparación solicitadas 
 
225. En el presente caso, resulta evidente que Brisa ha padecido un profundo 
sufrimiento y angustia en detrimento de su integridad psíquica y moral debido a 
las graves violaciones cometidas por el Estado (supra párrs. 110 a 124 y 164 a 
171). En particular, ante la flagrante revictimización sufrida durante la 
investigación y proceso penal iniciados en ámbito interno y provocadas por Bolivia 
durante la audiencia pública ante la Corte, causándole un sufrimiento adicional a 
la violencia sexual y psicológica de los cuales fue víctima. Además, el Tribunal 
observa que el acervo probatorio obrante en el expediente permite constatar que 
los sufrimientos ocasionados y experimentados por la denegación de justicia, los 
prejuicios personales, el reiterado uso de estereotipos de género, y en general, la 
falta de una perspectiva de género y niñez durante la investigación y proceso 
penal, ocasionaron un impacto significativo en la vida Brisa. A saber, la víctima 
señaló durante la audiencia pública del presente caso que,  
[v]einte años después, todavía tengo terrores nocturnos, y síndrome de estrés post 
traumático, y tiene más que ver con lo que hicieron los fiscales, médicos forenses 
y jueces […]. Han sido veinte años, y todavía no han llevado al agresor ante la 
justicia, sigo esperando, fueron tres, y ahora estoy esperando al cuarto juicio, y les 
puedo decir que ni una sola persona del sistema judicial me trató con cariño, con 
respeto, con dignidad, o sensibilidad, en todas partes a donde fui me trataron a mi 
como la criminal, como la que tenía la culpa por haber sido violada, y yo era una 
niña, el sistema no me protegió, no lo evitó, no evitó la violencia sexual, y tampoco 
me protegió una vez que la había sufrido.  
 
226. No obstante, este Tribunal toma en cuenta la voluntad de la víctima, 
expresada en los escritos presentados por los representantes, así como en su 
declaración en audiencia pública, sobre su deseo de que “cualquier cosa que el 
gobierno fuera a dar para sanidad, para terapia, por favor dénsela a las niñas que 
están sufriendo en este momento”, y de “no solicita[r] ningún tipo de 
indemnización por daños y perjuicios para sí misma y, en cambio, […] centrar la 
atención de la Corte en el otorgamiento de medidas de satisfacción y no 
repetición”, por lo cual el Tribunal se abstiene de hacer cualquier determinación 
respecto de medidas de rehabilitación e indemnización compensatoria.  
 
227. Por otra parte, en cuanto a las demás medidas de satisfacción y garantías de 
no repetición solicitadas, la Corte estima que la emisión de la presente Sentencia, 
y las demás medidas de reparación ordenadas, resultan suficientes y adecuadas 
para remediar las violaciones sufridas por las víctimas. De este modo, no 
considera necesario ordenar las medidas adicionales solicitadas por los 
representantes.  
 



 

 

F. Costas y gastos 
 
229. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y 
gastos hacen parte del concepto de reparación, toda vez que la actividad 
desplegada por las víctimas con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional 
como internacional, implica erogaciones que deben ser compensadas cuando la 
responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante una sentencia 
condenatoria. Sin embargo, el Tribunal nota que la víctima, a través de sus 
representantes, indicó expresamente que no solicitaba el reembolso de suma 
alguna por concepto de costas y gastos. Por tanto, la Corte, como lo ha hecho en 
otros casos, considera que las costas y gastos del litigio no son objeto de disputa 
y no es necesario que se pronuncie sobre este punto.  
 
 
 

FALLO LA CORTE  
DECIDE,  
Por unanimidad,  
1. Desestimar la excepción preliminar relativa al agotamiento de recursos 
internos, de conformidad con los párrafos 20 a 23 de esta Sentencia.  
 
2. Declarar que la excepción preliminar por falta de competencia ratione materiae 
perdió su objeto, de conformidad con los párrafos 25 a 26 de esta Sentencia.  
 
DECLARA,  
Por unanimidad, que:  
3. El Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad 
personal, a las garantías judiciales, a la vida privada y familiar, a los derechos de la 
niñez y a la protección judicial, en los términos de los artículos 5.1, 8.1, 11.2, 19 y 
25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, así como por el incumplimiento de las obligaciones 
derivadas de los artículos 7.b) y 7.f) de la Convención de Belém do Pará, en 
perjuicio de Brisa De Angulo Losada, de conformidad con los párrafos 110 a 124 
de la presente Sentencia.  
 
4. El Estado es responsable por la violación de la garantía de plazo razonable del 
proceso y de los derechos de la niñez, reconocidos en los artículos 8.1 y 19 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 
de la misma y el artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de 
Brisa De Angulo Losada, en los términos de los párrafos 125 a 133 de la presente 
Sentencia.  
 
5. El Estado es responsable por la violación los derechos a la niñez, a la igualdad 
ante la ley y a la protección judicial, en los términos de los artículos 19, 24 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma, así como por el incumplimiento de las obligaciones derivadas 
de los artículos 7.b), 7.c) y 7.e) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio 
de Brisa De Angulo Losada, de conformidad con los párrafos 134 a 156 de la 
presente Sentencia.  
 
6. El Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación de garantizar, 
sin discriminación por motivos de género, así como por la condición de niña de la 



 

 

víctima, el derecho de acceso a la justicia en los términos de los artículos 8.1, 19 
y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 
artículos 1.1, 2 y 24 de la misma y los artículos 7.b) y 7.e) de la Convención de 
Belém do Pará, en perjuicio de Brisa De Angulo Losada, en los términos de los 
párrafos 157 a 169 de la presente Sentencia.  
 
7. El Estado es responsable por la violación de la prohibición de tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, establecida en el artículo 5.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de Brisa de Angulo Losada, en los términos de los párrafos 157 a 171 
de la presente Sentencia.  
 
Y DISPONE:  
Por unanimidad, que:  
8. Esta Sentencia constituye, por sí misma, una forma de reparación.  
 
9. El Estado mantendrá abierto el proceso penal seguido contra E.G.A. e impulsará 
la investigación del caso si hubiere cualquier cambio de circunstancia que lo 
permita, en los términos señalados en el párrafo 185 de la presente Sentencia.  
 
10. El Estado adoptará todas las medidas necesarias para, dentro de un plazo 
razonable, determinar, por intermedio de las instituciones públicas competentes, 
las eventuales responsabilidades de los y las funcionarias que contribuyeron con 
su actuación a la comisión de actos de revictimización y eventuales irregularidades 
procesales en perjuicio de Brisa De Angulo Losada, en los términos señalados en 
el párrafo 186 de la presente Sentencia.  
 
11. El Estado realizará, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de esta 
Sentencia, las publicaciones indicadas en el párrafo 190 de la presente Sentencia.  
 
12. El Estado realizará un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional, en los términos del párrafo 191 de esta Sentencia.  
 
13. El Estado adecuará su ordenamiento jurídico interno de tal manera que la falta 
de consentimiento sea central y constitutiva del delito de violación, en los 
términos señalados en el párrafo 198 de la presente Sentencia.  
 
14. El Estado adecuará su ordenamiento jurídico interno en relación con el tipo 
penal de estupro, en los términos señalados en el párrafo 199 de la presente 
Sentencia.  
 
15. El Estado adecuará su ordenamiento jurídico interno para visibilizar la 
violación sexual incestuosa, en los términos del párrafo 201 de esta Sentencia.  
 
16. El Estado adecuará sus protocolos o adoptará protocolos nuevos, 
implementará, supervisará y fiscalizará un protocolo de investigación y actuación 
durante el proceso penal para casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de 
violencia sexual; un protocolo sobre abordaje integral y evaluación médico legal 
para casos de niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual, y un 
protocolo de atención integral para niñas, niños y adolescentes víctimas de 
violencia sexual, en los términos señalados en los párrafos 204 a 208 de la 
presente Sentencia.  



 

 

 
 
17. El Estado adoptará e implementará capacitaciones y cursos, de carácter 
permanente, para funcionarios públicos que por su labor en el sistema de 
administración de justicia trabajen con temáticas de violencia sexual; en 
particular, los funcionarios pertenecientes al Poder Judicial y al Ministerio Público. 
Dichas capacitaciones y cursos deben versar sobre estándares de debida diligencia 
en la investigación, en los términos señalados en los párrafos 210 a 211 y 214 de 
la presente Sentencia.  
 
18. El Estado adoptará e implementará capacitaciones y cursos, de carácter 
permanente, dirigidas a médicos forenses y demás personal del Instituto de 
Investigaciones Forenses, con el objetivo de brindar formación sobre el trato 
adecuado a las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual durante 
los exámenes médicos, en los términos señalados los párrafos 212 y 214 de la 
presente Sentencia.  
 
19. El Estado implementará una campaña de concientización y sensibilización, 
dirigida a la población de Bolivia en general, por medio de un canal abierto de 
televisión, radio y redes sociales, orientada a enfrentar los esquemas 
socioculturales que normalizan o trivializan el incesto, en los términos señalados 
en los párrafos 213 y 214 de la presente Sentencia.  
 
20. El Estado incorporará en los materiales de enseñanza obligatoria escolar 
información adecuada, oportuna y acorde al nivel de madurez de las niñas, niños 
y adolescentes orientada a dotarles de herramientas para prevenir, identificar y 
denunciar hechos constitutivos y riesgos de violencia sexual, en los términos 
señalados en el párrafo 216 de la presente Sentencia.  
 
21. El Estado diseñará e implementará un sistema nacional y centralizado de 
recopilación de datos de casos de violencia sexual en contra de personas menores 
de edad, en los términos señalados en el párrafo 218 de la presente Sentencia.  
 
22. El Estado, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de 
esta Sentencia, rendirá al Tribunal un informe sobre las medidas adoptadas para 
cumplir con la misma, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 190 del presente 
Fallo.  
 
23. La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio 
de sus atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una 
vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma.  
 
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Unanimidad de los Jueces: 
Ricardo C. Pérez Manrique, Humberto Antonio Sierra Porto, Eduardo Ferrer Mac-
Gregor Poisot, Nancy Hernández López, Verónica Gómez, Patricia Pérez Goldberg 
y Rodrigo Mudrovitsch (voto concurrente) 

VOTOS CONCURRENTE: El Juez Rodrigo Mudrovitsch dio a conocer su voto individual concurrente: 
 
5. Así, el presente voto se estructurará de la siguiente manera: consideraciones 
preliminares sobre el caso en juzgamiento (I); reflexiones sobre el papel del 



 

 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos ("Sistema IDH") para asegurar la 
adecuación de las leyes internas a los estándares internacionales y sobre la 
compleja interacción entre el campo de los Derechos Humanos y del Derecho 
Penal (II); profundizar la discusión sobre la necesaria modificación del tipo 
"violación" y la supresión del tipo "estupro" para incorporar efectivamente el 
criterio del consentimiento como central en los delitos sexuales (III); y 
fundamentar mi posición de que la mejor medida que debe adoptar Bolivia al 
adecuar su ordenamiento jurídico interno para dar mayor visibilidad a la violación 
sexual incestuosa es adoptar un nomen juris específico para la violación sexual 
incestuosa. (IV). 
 
118. En este contexto, este voto concurrente pretendía reforzar la importancia de 
dos medidas de reparación adoptadas por la Corte en la Sentencia: la introducción 
efectiva del elemento de consentimiento como caracterizador del tipo de 
"violación" en el Código Penal boliviano (que incluye la supresión del tipo de 
"estupro" del estatuto legal) y la atribución de un nomen juris propio en el Código 
Penal a las violaciones incestuosas. Para ello, traté de destacar el papel del 
Sistema IDH para garantizar la adecuación de los ordenamientos internos a los 
estándares internacionales y realicé consideraciones sobre la compleja 
interacción entre los Derechos Humanos y el Derecho Penal para apoyar los 
debates sobre los cambios en la legislación penal boliviana.  
 
119. En la audiencia pública de este caso, la Sra. Losada declaró que la razón por 
la que estudió Derecho fue precisamente su deseo de poder argumentar algún 
día ante esta Corte. Cuando se le preguntó qué esperaba de esta Corte, la víctima 
se refirió a la importancia de fortalecer la respuesta del Estado ante situaciones 
de violencia sexual contra menores:  
Quisiera decirle a la Corte que he trabajado con 2200 niños y niñas que han sido 
abusados sexualmente, (…) que buscan ayuda y nadie responde. Quiero que la 
Corte entienda que todos los días mi vida está en riesgo, porque no quiero que se 
repita mi historia, y se está repitiendo todos los días, se ha repetido por veinte 
años, quiero que la Corte sepa que tenemos la posibilidad de cambiar esto, y de 
evitar que suceda de nuevo, para que dentro de veinte años no tengan a otra niña 
en mi lugar, pidiéndoles que actúen, y pidiéndoles a los gobiernos que respondan a 
esta horrible situación.  
 
120. Como puede observarse, la Sra. Losada expresa un conmovedor 
distanciamiento, preocupándose menos por su propia situación y más por las 
garantías generales y abstractas de no repetición que puedan proteger a sus 
semejantes en el futuro. Para que tales efectos se logren efectivamente, es 
necesario, en primer lugar, que su historia se cuente de forma adecuada y, en 
segundo lugar, que esta narración impulse cambios concretos. La sentencia de 
esta Corte, con la que coincido, alcanza ambos objetivos, pero, con especial 
atención a la encomiable petición de la Sra. Losada, este voto pretende 
destacarlos una vez más.  
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE IDH 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf 
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